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			Introducción (1)


			[…] And on a day we meet to walk the line And set the wall between us once again. We keep the wall between us as we go. […] “Good fences make good neighbors”.
 Mending Wall
  Robert Frost


			La demarcación de una frontera entre vecinos está hecha para perdurar, con el anhelo de que sea para siempre. Cuando los vecinos son países, de un lado y del otro hay diferentes Estados y formas de vida con sus respectivas historias, rivalidades, identidades y modos de mirar el mundo. En su poema Mending Wall, Robert Frost sugiere que las vallas robustas hacen buenos vecinos. Pero ¿qué vallas son vallas robustas? Para dos países vecinos una valla robusta es una valla construida de común acuerdo sobre información geográfica, histórica y jurídica compartida. Sin embargo, como nos recuerda el poema de Frost, a veces hay que precisar el recorrido de las vallas (“And on a day we meet to walk the line / And set the wall between us once again”). ¿Qué sucede cuando se trata de países vecinos? ¿Cómo se hace? ¿Cómo se fijan nuevamente las vallas? 


			En este libro queremos volver a contar la historia de Laguna del Desierto: el primer arbitraje sobre cuestiones limítrofes en que la República Argentina obtuvo el reconocimiento de la totalidad de sus pretensiones. Este año se cumplen 28 años de la sentencia del 21 de octubre de 1994 del Tribunal Arbitral Internacional y 27 años de la resolución de los Recursos de Revisión y de Interpretación en Subsidio planteados por Chile respecto de la sentencia anterior, que cerró definitivamente el caso el 13 de octubre de 1995. Salvo para algunos memoriosos, el caso Laguna del Desierto, como habitualmente se conoce a la controversia sobre el recorrido de la traza del límite entre el hito 62 y el monte Fitz Roy entre la República Argentina y la República de Chile, permanece silencioso en los archivos. 
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			Foto de Laguna del Desierto.


			Quienes nos planteamos hacer este libro fuimos directores académicos del Instituto del Servicio Exterior de la Nación del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto; sin embargo, a pesar de constituir este caso un hito en la política exterior argentina, solo escuchamos conversar sobre él en el ámbito de especialistas en cuestiones limítrofes dentro del área del derecho internacional público. Fuera de este ámbito, el caso Laguna del Desierto, para emplear su denominación corriente, no forma parte de la conversación de quienes hacen y ejecutan la política exterior de nuestro país. Uno de nuestros propósitos es reponer el caso Laguna del Desierto como un tema relevante de la práctica de la política exterior en la República Argentina. Como veremos más adelante, hay muchas razones para realizar un ejercicio de memoria y contar de nuevo esta historia. 


			Se podría conjeturar que lo que explica el “silencio” sobre el éxito diplomático argentino en el caso de Laguna del Desierto es que una vez que los buenos vecinos han fijado la valla, vuelven a las labores domésticas en sus propios territorios, y ejercitan una forma voluntaria y mutuamente acordada del olvido que consiste en dejar de lado las razones esgrimidas sobre el lugar de la valla ya fijada, abocándose de ahí en más a otros asuntos que los reúnen, por ejemplo, el incremento de los intercambios económicos bilaterales, así como el cultivo de las relaciones culturales y políticas. Si bien la circunstancia de “ser vecinos” es una propiedad relacional contingente que dos entidades comparten, cuando estas entidades son países esa contingencia cobra la fuerza de una relación necesaria, puesto que es casi imposible que los países se muden de lugar. Por tanto, la historia de las maneras y los procedimientos en que los dos países vecinos fijan y reponen vallas, cuando la mudanza no es un futuro probable, conforma una cuestión esencial para la historia de convivencia mutua entre vecinos. 


			Es una impresión compartida por quienes están involucrados en el ejercicio de la diplomacia, pensar que los instrumentos que se emplean para fijar y reponer vallas sobre límites suponen una práctica de la política exterior que transmite un fuerte mensaje simbólico. Cuando las vallas se fijan y reponen según el derecho internacional, la relación de vecindad se asienta sobre cimientos sólidos; por el contrario, cuando se lo hace a través de la fuerza de las armas y los ejércitos, la convivencia entre vecinos se desliza, sin hacer pie, sobre la disputa y la posibilidad abierta del conflicto. Los cimientos sólidos promueven la cooperación económica, cultural y política entre vecinos; la disputa abierta alienta solo desconfianza y mina cualquier clase de relación cooperativa. 


			La Argentina y Chile comparten aproximadamente 5.300 kilómetros de frontera terrestre. (2) La construcción de una “valla” entre estos dos vecinos hermanados por una extensa frontera tiene una larga y significativa historia. En 1826 las dos naciones firmaron un tratado por el que reconocieron la aplicación del uti possidetis juris de 1810 en la delimitación. Así, el título jurídico sobre los territorios quedaba como cuando las naciones se habían independizado de España. (3) En 1855, la Argentina y Chile firmaron un nuevo acuerdo bilateral que ratificó las demarcaciones limítrofes del tratado anterior. (4) Posteriormente, se firmó en 1881 el Tratado de Límites, esto es, un acuerdo entre los dos gobiernos que estableció, según los vagos conocimientos existentes del territorio, una frontera delimitada por las altas cumbres de los Andes que dividen aguas y que atravesaría las vertientes que se desprenden a un lado y otro. (5) El Tratado de 1881 aseguró la soberanía argentina sobre la Patagonia, (6) estableció la neutralidad del Estrecho de Magallanes (7) y dividió Tierra del Fuego y las Islas del archipiélago entre ambos Estados. (8) 


			La Argentina y Chile dispusieron después de 1881 el envío de misiones a la zona meridional del continente a fin de mejorar los conocimientos geográficos que hasta entonces se tenían de esa región. Como resultado de esas investigaciones se habría comprobado que en la zona patagónica la divisoria continental de aguas se aparta con frecuencia de la cordillera y hay que buscarla al oriente de esta y que, en algunas partes, la cordillera de los Andes se sumerge en el Océano Pacífico. Dichos estudios dieron pie, en los dos países, a interpretaciones divergentes del Tratado de Límites según las cuales la Argentina podía disponer de puertos en el Pacífico y el territorio de Chile podría extenderse hasta las planicies patagónicas.


			En enero de 1892, los peritos designados por ambos países para llevar a cabo la demarcación del límite fijado por el Tratado de 1881 se reunieron para redactar las instrucciones para las comisiones demarcadoras. En esa oportunidad, el perito chileno planteó la tesis según la cual el Tratado habría fijado como línea de límite entre los dos países la del divortium aquarum continental. El perito argentino discrepó de la propuesta chilena. 


			Las diferencias surgidas paralizaron los trabajos de demarcación, los cuales solo se pudieron reanudar al entrar en vigor en diciembre de 1893 el Protocolo Adicional y Aclaratorio suscrito el 1 de mayo de ese año. (9)


			Sin embargo, las diferencias entre los dos Estados sobre una precisa demarcación de límites continuaron hasta que en 1896 acordaron el arbitraje por parte de la Corona británica que concluyó en el laudo de Eduardo VII de 1902, sobre las regiones del paso San Francisco, cuenca del lago Lácar, las regiones en las proximidades del lago Nahuel Huapi y del lago Viedma. En 1902 se firmó el Tratado General de Arbitraje, en que las partes se comprometieron a someter a juicio arbitral las controversias que surgieran entre ellas y no pudieran ser solucionadas mediante negociaciones directas. (10) En este tratado se designó como árbitro, en primer término, al Gobierno de Su Majestad Británica y, en segundo término, al Gobierno de la Confederación Suiza.


			El Tratado General de Arbitraje de 1902 tenía una duración de 10 años y podía reconducirse automáticamente (de no mediar denuncia de alguna de las partes) por períodos sucesivos de 10 años. Trató de ser utilizado por las partes en varias oportunidades durante su vigencia. Las primeras veces se pensó recurrir a este tratado para buscar una solución a la controversia sobre el curso del límite entre ambos países en el Canal de Beagle, que había comenzado a insinuarse ya desde fines del siglo XIX. Así ocurrió en 1907, 1918 y en años posteriores. En 1964 ambos países decidieron recurrir a este Tratado a causa de una controversia que se había planteado en materia de demarcación en la zona de Río Encuentro/Palena. Esta disputa fue resuelta por un laudo de la Corona británica de 1966.


			En noviembre de 1965 comenzó a manifestarse una nueva controversia sobre demarcación del límite. Durante los gobiernos constitucionales de Arturo Ilia en la Argentina y Eduardo Frei Montalva en Chile, hubo un intercambio de fuego entre carabineros chilenos y gendarmes argentinos en la zona circundante a Laguna del Desierto, que produjo la muerte del teniente de Carabineros Hernán Merino Correa. Su muerte tuvo un fuerte impacto en la opinión pública chilena, considerado desde entonces un héroe nacional, lo que tendría en los años venideros una influencia significativa sobre las decisiones de la clase política del país trasandino, dando particular valor a todos los esfuerzos diplomáticos realizados por ambas partes para mantener la paz. (11) 


			En 1971 nuevamente se trata de aplicar los términos del Tratado de 1902 para la solución de la controversia en el canal de Beagle que se encontraba aún pendiente. Durante las negociaciones de ese año surge la posibilidad de introducir un nuevo elemento en la fórmula contenida en el Tratado General de Arbitraje de 1902. Es así que, en el Compromiso Arbitral que se firma en Londres el 22 de julio de ese mismo año, se introduce en el proceso arbitral una comisión asesora integrada por cinco jueces de la Corte Internacional de Justicia, que las partes designaban para producir un asesoramiento al árbitro británico sobre el fondo de la controversia.


			Esto fue el preludio al Tratado de Solución Judicial de Controversias que las partes firmaron el 5 de abril de 1972 en la Ciudad de Buenos Aires y que sometía las futuras controversias a la jurisdicción de la Corte Internacional de Justicia. Este Tratado reemplazó al Tratado General de Arbitraje de 1902 y estuvo vigente por diez años hasta el mes de diciembre de 1982. (12)


			Mientras tanto, en 1977, se pronunció el laudo de Isabel II sobre la Controversia del Beagle, el cual, pese a reconocer la posición argentina en cuanto al límite internacional dentro del Canal de Beagle (la línea media con inflexiones para la navegación –Chile sostenía la “costa seca” pretendiendo privar a la Argentina de aguas en el canal–) se pronunció a favor de la posición chilena que reclamaba su soberanía sobre las islas Picton, Nueva y Lennox.


			La Argentina rechazó esta decisión, argumentando que el árbitro había incurrido en una causal de nulidad conocida en el derecho internacional como “excès de pouvoir”, por haberse pronunciado fuera de las facultades que le habían sido otorgadas por las partes y afectando con sus argumentos áreas ajenas a la que fuera sometida al arbitraje, en particular, los espacios marítimos pertenecientes al Océano Atlántico, vecinos del territorio insular en disputa.


			Frente a la nueva controversia, Chile propuso a la Argentina recurrir a la Corte Internacional de Justicia en virtud del Tratado de 1972, pero la Argentina no se pronunció sobre esta invitación. Mientras tanto, la tensión crecía entre los dos países que parecían encaminados a un enfrentamiento armado.


			En medio de esta tensión, a fines de diciembre de 1978, su santidad el papa Juan Pablo II decidió enviar al Cardenal italiano Antonio Samoré como su representante personal ante ambos gobiernos, en una Misión de Buenos Oficios. Como resultado de la misma, el 8 de enero de 1979 se firmaron los acuerdos de Montevideo por los cuales los dos países solicitaban la mediación papal para la solución de la controversia, con el compromiso de no recurrir al uso o amenaza de la fuerza y abstenerse de crear situaciones que pudiesen poner en peligro la paz. 


			Su santidad el papa Juan Pablo II aceptó la solicitud formulada por ambos países. La mediación se inició en la Santa Sede en el mes de marzo de 1979. Tuvo una primera etapa informativa entre marzo y septiembre de ese año, en la que ambas partes dieron a conocer sus respectivas posiciones sobre la controversia del Beagle al cardenal Samoré, quien había quedado al frente del proceso de mediación.


			La mediación implicó largas y difíciles negociaciones conducidas por la Santa Sede que no habían aún culminado al producirse en diciembre de 1983 el regreso de la Argentina a la vida democrática con la presidencia de Raúl Ricardo Alfonsín, quien había resultado ganador de las elecciones generales que tuvieron lugar en octubre de ese mismo año. Tras la derrota en la guerra de Malvinas era claro que “(…) la crisis argentina había alcanzado tales extremos que, más que un retorno de rutina al orden constitucional, se requería un nuevo comienzo político, en ruptura total no solo con el régimen establecido en 1976, sino con el largo medio siglo abierto en 1930…” (Halperin Donghi, 1999). La llegada de la democracia en 1983 implicaba para el país un cambio trascendental y duradero de estabilidad institucional y la posibilidad de dar un rumbo cierto y previsible a su política exterior. Esta restauración no se comprende sin la guerra de Malvinas y la debacle posterior de la dictadura que no solo terminó con la irrupción del poder militar en la vida política argentina sino que también situó al país en su realidad latinoamericana (Simonoff, 2003). (13) 


			La discontinuidad con el pasado se manifestaría también en las relaciones con Chile. El 29 de noviembre de 1984, la República Argentina y la República de Chile firmaron, en la ciudad del Vaticano, el Tratado de Paz y Amistad que puso fin al diferendo sobre el canal de Beagle. (14) Si bien en la Argentina se había iniciado el proceso de recuperación de la vida democrática con el gobierno de Raúl Alfonsín en 1983, en Chile seguiría por seis años más la dictadura del general Augusto Pinochet. (15) Queremos distinguir acá los procesos de transición democrática del de democratización. En el primer caso, hay consenso en las ciencias sociales, se trata del período que va desde que el régimen autoritario convoca a elecciones libres hasta la instauración del nuevo gobierno democráticamente elegido. La democratización, en cambio, es un proceso complejo hasta alcanzar la consolidación del nuevo régimen. En este proceso se da el reacomodamiento a las nuevas reglas de juego por parte de todos los actores, entre ellos los que formaron parte del régimen autoritario y el completo reconocimiento de la legitimidad del régimen democrático como expresión de la libre elección de los ciudadanos. Entre sus características principales sobresale el pleno control civil sobre las FF. AA., así como la aceptación por parte de estas últimas de los resultados electorales y de las decisiones de políticas públicas tomadas por los gobiernos democráticos cualquiera fuera su signo ideológico. Estos dos procesos llevaron más de una década en la Argentina hasta que las FF. AA. admitieran pública y autocríticamente el papel jugado por las mismas en la violación sistemática de los derechos humanos y en su repudio al pasado de golpes de Estado. (16) Desde entonces se presenta una combinación de “baja relevancia y bajo poder militar que ha propiciado avanzar, como en ningún otro país de la región en la supervisión de las actividades militares por parte de los civiles” (Battaglino, 2015). Por su parte, en Chile la redacción de una nueva Carta Magna que separe definitivamente a las FF. AA. de su papel de garante de la seguridad nacional podrá dar por consolidado el proceso de democratización. (17)


			En Argentina el proceso de democratización tuvo hitos importantes como el juicio a las Juntas Militares y el sofocamiento, con acuerdo de todo el arco político democrático, de los levantamientos “carapintadas”. (18) En Chile, como veremos, la democratización se caracterizó por ser un lento proceso de erosión de los “enclaves autoritarios” (Garretón, 1995) heredados de la dictadura. Los gobiernos democráticos chilenos tuvieron que lidiar con la presencia militar en sus decisiones políticas y económicas con los fuertes condicionamientos puestos por la vigencia de la Constitución de Augusto Pinochet de 1980. 


			Queremos con esto señalar que en los dos países los gobiernos democráticos tuvieron entre sus objetivos durante los procesos de democratización conquistar mayores márgenes de autonomía para los gobiernos civiles. Así, la política exterior y las siempre sensibles cuestiones de límites pasaron a ser un terreno desde donde practicar la desmilitarización de la vida política y afianzar la autoridad del poder civil. Con esta meta en mente, ambos gobiernos, con mayor o menor intensidad, persiguieron el objetivo de ahuyentar las tradicionales hipótesis de conflicto que enfrentaban a los dos países. 


			El Tratado de Paz y Amistad es el marco que se estableció entre la Argentina y Chile desde 1984 para preservar, reforzar y desarrollar los vínculos de paz y amistad, obligándose desde ese momento a abstenerse en cualquier circunstancia a recurrir jamás directa o indirectamente a cualquier forma de amenaza o uso de la fuerza y comprometiéndose a solucionar siempre por medios pacíficos todas sus controversias. (19) El Tratado incluye procedimientos para la solución pacífica de controversias, delimitación marítima, estipula además derechos de navegación y precisa los límites en el Estrecho de Magallanes, así como la promoción de la cooperación económica y la integración física. Por otra parte, reafirma los derechos de ambos países en la Antártida y exhorta a ambos pueblos a seguir en el camino de la paz y la cooperación. 


			El espíritu de paz y amistad que suscribe el Tratado promueve claramente la estrecha colaboración, así como la integración entre ambos países. (20) En su artículo 12, el Tratado dice: 


			Las partes acuerdan crear una Comisión Binacional de carácter permanente con el objeto de intensificar la cooperación económica y la integración física. La Comisión Binacional estará encargada de promover y desarrollar iniciativas, entre otros, sobre los siguientes temas: sistema global de enlaces terrestres, habilitación mutua de puertos y zonas francas, transporte terrestre, aeronavegación, interconexiones eléctricas y telecomunicaciones, explotación de recursos naturales y protección del medio ambiente y complementación turística.


			La creación de la Comisión Binacional y su rango de aplicación subrayan, sin lugar a duda, la relevancia de este tratado para la vida conjunta de los dos países. En particular, a los fines de este trabajo, nos interesa señalar que el Tratado incluye un marco de acuerdos para la solución pacífica de controversias entre ambas naciones en caso de que las negociaciones directas no alcanzaren un resultado satisfactorio, que incluye una “Comisión Permanente de Conciliación” y, en caso de ser necesario, un “Tribunal Arbitral”, cuyas sentencias serán obligatorias, definitivas e inapelables y estarán entregadas al honor de las naciones signatarias. (21) El procedimiento arbitral previsto en el artículo 6° del Tratado de Paz y Amistad estipula que un eventual tribunal, “salvo acuerdo en contrario de las partes”, se integrará con cinco miembros, tres de los cuales no pueden ser nacionales de las partes. (22) El Tribunal Arbitral constituido por ambas partes para el caso de Laguna del Desierto, a diferencia de la práctica previa de dirigirse a árbitros en Londres o Washington, reunió exclusivamente a ciudadanos latinoamericanos.


			Este marco de acuerdo para la solución pacífica de controversias configura una práctica que ambos países decidieron establecer para fijar y reponer las “vallas” en su política de buenos vecinos, superando las tensiones y desacuerdos que habían afectado sus relaciones hasta entonces. Pero, además, esto significa poner al derecho internacional como piedra de toque final para la solución de las controversias, puesto que el Tribunal Arbitral, salvo decisión entre las partes en contrario, tomará una decisión conforme a él. (23) De alguna manera se ubica al derecho internacional como el cemento adecuado que asegura las vallas para el cultivo de una buena vecindad perdurable. 


			Los años 90 ven iniciada la transición democrática en Chile. Los gobiernos democráticos de ambos países, el de Carlos Menem, que había sucedido a Raúl Alfonsín en 1989, y el de Patricio Aylwin, que sucedía a Pinochet en 1990, tenían en el tope de la agenda pública tomar medidas que avanzaran en el proceso de consolidación de las nuevas democracias. La Argentina había experimentado en los primeros años de la democratización del país una serie de levantamientos “carapintadas” que presentaban un desafío al control civil sobre las FF. AA. En Chile, por su parte, la transición se daba en un contexto donde las FF. AA., a diferencia de sus pares de Argentina, habían conseguido retener importantes resortes de poder institucional y de autoridad política; entre ellas, tal vez las más significativas, fueron la inamovilidad de Augusto Pinochet al mando del Ejército y un sistema electoral que beneficiaba a la oposición de derecha, que se reclamaba heredera de los logros de la dictadura en materia económica. Por lo tanto, el poder de veto que conservaban las fuerzas armadas en el país vecino se hacía sentir a la hora de la toma de decisiones sobre todo cuando ellas tenían que ver con materias que los uniformados consideraban propias. Entre ellas las cuestiones de límites y de relaciones con los países vecinos. Particularmente en el caso de la Argentina que Chile mantenía en la agenda de las hipótesis de conflicto. No sorprende entonces que ambos gobiernos tuvieran en su agenda desmilitarizar lo más posible la política exterior. Por consiguiente, resolver las demarcaciones pendientes de la larga frontera se percibía por ambos países como un paso más hacia la consolidación de la democracia en la región, al mismo tiempo que se pavimentaba el camino a la integración económica regional. Sin un clima de paz y cooperación, esta última resultaría difícil de lograr. La resolución de los temas limítrofes pendientes contribuía, en los hechos, a la desmilitarización de la relación entre ambos países, así como a sentar las bases para una cooperación amplia que, sobre la base de la confianza mutua, impulsara todas las dimensiones de la relación bilateral, fortaleciendo la integración. 


			Esta era la posición de los primeros gobiernos de la democracia y también de las principales fuerzas políticas representadas en el Congreso. Como ejemplo, la comisión de política exterior de ambas cámaras del Congreso de la Nación Argentina estaba compuesta mayoritariamente por miembros que apoyaban la solución pacífica de todos los conflictos, aunque no todos los actores políticos estaban dispuestos a admitir que esta se obtuviera con cualquier clase de concesión; los representantes de las provincias patagónicas, por ejemplo, eran claramente escépticos respecto de lograr acuerdos que no tuvieran en cuenta los reclamos territoriales argentinos. (24)


			El 2 de agosto de 1991, el presidente de la Argentina, Carlos Menem, y el presidente de Chile, Patricio Aylwin, firmaron la Declaración Conjunta de Buenos Aires. Esta Declaración se inicia con la “Declaración de una frontera de paz”, donde se establecen los mecanismos para resolver los 24 puntos pendientes de demarcación en la frontera, haciéndose explícita referencia a que “de esta manera se abrirá el camino a más amplia y profunda cooperación que intensificará la integración entre los dos países”. La fijación de las vallas entre buenos vecinos era percibida como una conditio sine qua non de la profundización de la integración en sus distintas dimensiones (política, física, económica, energética, etc.). De hecho, la Argentina y Chile avanzan, en el contexto de la Declaración Conjunta, con convenios sobre materias de integración (física, económica y energética), que promueven la consolidación de una frontera de paz, así como el aumento del comercio y el intercambio, adoptando una clara dinámica de cooperación frente a los desafíos de un mundo en transformación, donde el proceso de globalización comenzaba a desarrollarse. (25) 


			La Declaración Conjunta de Buenos Aires fija las bases para someter a arbitraje el recorrido de la traza del límite entre la República Argentina y la República de Chile en el sector comprendido entre el hito 62 y el monte Fitz Roy, que conocemos como el Diferendo de Laguna del Desierto. El 31 de octubre de ese mismo año (1991), ambos países firman en la ciudad de Santiago el Compromiso Arbitral. (26) 


			El Compromiso Arbitral se compone de 21 artículos (ver Anexo) y el segundo artículo, como veremos a lo largo del libro, se constituirá en un artículo clave para la resolución del arbitraje. Este artículo dice que:


			1. El Tribunal decidirá interpretando y aplicando el laudo de 1902, conforme al derecho internacional. 2. Para tal efecto, no constituirán precedentes los principios, pautas, criterios o normas específicos aplicados en las soluciones adoptadas en virtud de la Declaración Presidencial del 2 de agosto de 1991, relativos a otras secciones del límite. (Compromiso Arbitral, 1991, artículo II)


			El 21 de octubre de 1994, el Tribunal Arbitral, constituido en la sede del Comité Jurídico Interamericano de la Organización de Estados Americanos, en Rio de Janeiro, Brasil, emitió su fallo favorable a la posición sostenida por la República Argentina por tres votos contra dos. En ese fallo el Tribunal decide:


			El recorrido de la traza del límite, entre las Repúblicas Argentina y de Chile, entre el hito 62 y el monte Fitz Roy de la 3ª región a que se refiere el laudo de S. M. Eduardo VII, definida en el número 18 del Informe del Tribunal Arbitral de 1902 y descrita en el párrafo final del número 22 del citado Informe, es la divisoria local de aguas identificada en el parágrafo 151 de la presente sentencia. (p. 112)


			Se trata del primer arbitraje sobre cuestiones limítrofes en el que la posición de la República Argentina fue reconocida por el Tribunal en su totalidad como el límite en la zona de la disputa (parágrafo 151). Pero no es solo eso, desde nuestro punto de vista es un hito que funciona como un prisma cuyos rayos iluminan dimensiones significativas que articulan la política exterior de un Estado nación. (27)


			En los párrafos que siguen realizamos dos consideraciones relevantes que enmarcan el caso Laguna del Desierto. 


			La importancia estratégica de la frontera entre la Argentina y Chile y la historia exitosa de solución pacífica de las disputas limítrofes a través de esfuerzos diplomáticos bilaterales 


			La importancia de los límites reside en que estos son constitutivos de un Estado nación. Contienen el espacio geográfico donde ese Estado ejerce su autoridad de gobierno según su organización jurídica. Sobre ese solo espacio, su territorio, el Estado tiene plena soberanía frente a otros Estados. A la pregunta sobre qué es un Estado, el derecho internacional responde: es una entidad basada en la concordancia de tres elementos materiales (un territorio, una población y un gobierno) y en el reconocimiento emanado de los Estados existentes (Merle, 1978).


			La República Argentina y la República de Chile son dos países que, aunque estuvieron en guerra con sus otros vecinos, han logrado, sin embargo, mantener la paz entre ellos desde 1810, (28) gracias a un conjunto de instrumentos jurídicos y a la preservación de una atmósfera de debate honesto frente a las presiones del nacionalismo militar que, presente en ambos lados de la cordillera, caracterizaba a su vecino como expansionista y oportunista. (29) 


			La frontera entre Chile y la Argentina expresa los límites de la soberanía territorial de cada uno de los Estados. A uno y otro lado de esas fronteras hay extensos territorios que albergan recursos naturales estratégicos, minerales, energía y grandes reservas de agua. Si bien la cordillera de los Andes funciona como una frontera natural, el establecimiento de los límites internacionales requiere ser precisado y es parte de negociaciones políticas entre ambos países a lo largo de su historia donde circunstancias económicas, sociales, políticas, diplomáticas, bélicas e históricas ejercen diferentes grados de influencia. Esto hace que las relaciones diplomáticas entre Argentina y Chile sean especialmente importantes para los dos países. Y si bien se trata de dos países que siempre han recurrido a las soluciones pacíficas para desactivar las bélicas, no deja de llamar la atención que cada uno de estos países es visto por el otro como un actor con ambiciones expansionistas, que narra una historia de reclamos “legítimos” de pedazos de territorios que el otro le ha sustraído. (30) Sin embargo, cabe valorar que ambos países supieron salir de sus conflictos limítrofes a través de acuerdos diplomáticos bilaterales, el último de los cuales fue el Tratado de Paz y Amistad de 1984, que puso fin a la tensión militar que recorrió la Navidad de 1978. Así también la capacidad de superar, a través del arbitraje internacional un conflicto como el de Laguna del Desierto que había alcanzado el pico de tensión en el intercambio de fuego y la muerte del teniente Merino en noviembre de 1965, como ya se mencionó. 


			El papel de la democracia en las relaciones bilaterales


			Si bien se puede afirmar que también durante dictaduras, como fue el caso de 1978, dos regímenes autoritarios pueden llegar a acuerdos de solución pacífica de un diferendo, lo cierto es que el Tratado de Paz y Amistad fue aceptado en su totalidad cuando en la Argentina un gobierno constitucional legitimó de hecho el mismo a través de una consulta popular no vinculante. Las democracias tienen para su funcionamiento que no solo tomar en cuenta los intereses y aspiraciones de sus ciudadanos y ciudadanas sino también rendir cuentas. Una guerra implica movilizar pueblos a matar y morir por reivindicaciones nacionales justas o no. Por lo que implica que los gobernantes deban a la larga ceder espacios de expansión ciudadana a quienes previamente movilizó para la guerra. La democracia, por otro lado, tiene en su complejidad de estructura institucional contrapoderes de control de lo actuado por ejecutivos, como ser el legislativo y el judicial, pero también, y cada vez más, el poder de la sociedad que se manifiesta en las calles o a través de medios de comunicación y redes sociales. Estos gravitan a la hora de contener las decisiones políticas del Estado y de resistir con éxito, por ejemplo, a una mayor imposición fiscal para destinar parte del presupuesto a armamento y movilización bélica. Lo que significa que se vean afectados intereses, identidades y opiniones que tienen en democracia la libertad de oponerse, hacer sentir su reclamo y, llegado el caso, poner un veto o redireccionar esos fondos hacia otras prioridades de la agenda pública. La democracia predispone a los líderes políticos de los Estados a la eliminación de hipótesis de conflicto que militaricen la vida de un país, así como a prácticas de negociación y de soluciones de second best choice. Es decir, la democracia no parece ser el sistema de gobierno más adecuado para poner en marcha aventuras militares en América Latina. Por último, habría que incluir, además, que las democracias en un entorno democrático tendrán –ya sea por las afinidades de familias ideológicas entre partidos de diversos países, diplomacia presidencial, y/o voluntad de mantener la estabilidad pacífica de la región– un condicionamiento multilateral para alcanzar soluciones a sus diferendos en las que prime la vía diplomática. Es evidente que la paz predominó durante gran parte del siglo XX en Sudamérica a pesar del predominio de dictaduras militares (Kacowicz, 2018). Aunque esta crítica es válida no deja de ser cierto que la paz durante este período tuvo fundamentos muy endebles. Se mantuvo principalmente gracias a la existencia de un consenso normativo que favorecía la resolución pacífica de las controversias (Kacowicz, 2018). En este sentido coincidimos con la tesis de Battaglino de que si bien la democracia no es la principal causa de la paz y la negociación diplomática “[…] es indudable que el proceso de democratización de los ochenta y noventa ha contribuido a mejorar sus fundamentos y su calidad” (Battaglino, 2015). Ello fue posible porque los líderes democráticos han tenido mayor voluntad para resolver definitivamente los conflictos territoriales pendientes. Conducta que es fundamental para la expansión de la cooperación política, económica y militar, tal como se ha desarrollado sobre todo en el Cono Sur. Junto con Battaglino sostenemos su tesis de que “existe una estrecha correlación entre la estabilidad de la democracia sudamericana y sus tres fenómenos asociados: la resolución de conflictos limítrofes, la creación de instituciones regionales interdemocráticas que han reforzado la capacidad para prevenir y gestionar crisis y (por último) la reconfiguración de las amenazas” (2015). La transición hacia la vida democrática en los dos países favoreció las relaciones bilaterales; el apartamiento de la influencia militar de las decisiones de gobierno posibilitó un aumento de las relaciones políticas, económicas, sociales y culturales. La Argentina mantiene con Chile una integración económica significativa y una cooperación política relevante. La recuperación de la democracia con la llegada al poder de Raúl Alfonsín está detrás del esfuerzo argentino por firmar el Tratado de Paz y Amistad de 1984 y resolver el diferendo del Beagle, así como la llegada de la democracia en Chile en 1990 impulsó los esfuerzos del país trasandino por incrementar su integración con la Argentina. (31) 


			La democratización, al redefinirse las prioridades de los gobiernos, va eliminando las tensiones. El país vecino deja de ser una hipótesis de conflicto y pasa a ser un socio económico relevante, lo que permite que esta integración avance hacia otras dimensiones como la cultural, social y política. (32)


			Coda


			En esta coda queremos realizar una observación metodológica. El testimonio oral es tan antiguo como el libro de Heródoto, quien cuenta que muchas de sus historias resultan de testimonios obtenidos en sus viajes. 


			El testimonio oral contribuye a documentar el pasado conservando conocimientos que no se encuentran impresos. Es una especialidad dentro de la reconstrucción del pasado que utiliza como fuente principal los relatos orales de las fuentes primarias, a saber, quienes protagonizaron los sucesos que se cuentan. Es un registro del pasado basado en la memoria que acompaña a las fuentes documentales, en este caso a los archivos, actas y expedientes propios del arbitraje. La entrevista de historia oral es una conversación que sin embargo no puede ser comparada a otras formas de indagación. Se trata de un producto intelectual compartido mediante el cual se produce conocimiento (Schwarzstein, 1989). Frente al testimonio de las fuentes hemos intentado permanecer imparciales, pero, al mismo tiempo, actuar como catalizadores y redirigir la línea de indagación, haciendo preguntas que explorasen áreas de interés y aclararan ambigüedades. El objetivo final no consistió en interpretar el discurso de la fuente, sino en registrarlo para obtener videncia fáctica y, por lo tanto, contribuir a generar un documento que pudiese favorecer la reconstrucción y el entendimiento del pasado reciente. 


			El proceso de la entrevista oral promueve una oportunidad única para que los participantes en los eventos que se estudian aborden directamente el registro histórico, aclaren lo que perciben en esos hechos, discutan sus razones y motivos y los de otros participantes, proporcionando su propia valoración de la trascendencia de los hechos en los que participaron. De esta manera, este enfoque otorga una comprensión más clara de la intención de los participantes de lo que podría ser inferido del mero registro de los eventos. 


			A través de una entrevista en profundidad a lo largo de más de un año y algunos meses en plena pandemia entablamos con la embajadora Susana Ruiz Cerutti una conversación que tiene como uno de sus resultados este producto intelectual compartido. La embajadora Ruiz Cerutti es un testigo presencial de excelencia, puesto que fue quien lideró el equipo argentino en el caso Laguna del Desierto. Creemos que los contenidos volcados en este libro constituyen no solo un registro histórico salido de la voz de una de sus protagonistas destacadas, sino un punto de partida para nuevas indagaciones.


			

				

					1. Los autores agradecen los comentarios realizados por Carlos Álvarez, Atilio Berardi, Alberto D’Alotto, Marina Mantecón y Paulo Zappia a versiones previas de este manuscrito. Las opiniones vertidas en el libro pertenecen únicamente a sus autores.


				


				

					2. Se trata de la tercera mayor longitud de un límite internacional a nivel mundial, apenas superada por las extensiones de los límites entre Estados Unidos y Canadá, en primer lugar, y entre Rusia y Kazajistán, en segundo lugar. 


				


				

					3. “Artículo III. Las Repúblicas contratantes se obligan a garantir la integridad de sus territorios y a obrar contra todo poder extranjero que intente mudar por violencia los límites de dichas Repúblicas, reconocidos antes de su emancipación, o posteriormente en virtud de tratados especiales” (Tratado de amistad, alianza, comercio y navegación entre la República de las Provincias Unidas del Río de la Plata y Chile, Santiago de Chile, 20 de noviembre de 1826). 


				


				

					4. “Artículo 39. Ambas partes contratantes reconocen como límites de sus respectivos territorios, los que poseían como tales al tiempo de separarse de la dominación española en el año 1810, y convienen en aplazar las cuestiones que han podido o puedan suscitarse sobre esta materia, para discutirlas después pacífica y amigablemente…” (Tratado de paz, amistad, comercio y navegación entre la República de Chile y la Confederación Argentina, Santiago de Chile, 30 de agosto de 1855). 
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